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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 15 
de septiembre de 2005, ha exami-
nado el expediente de responsa-
bilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación pre-
sentada por D. xxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 1 de agosto de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx debido a los daños sufridos por el obo de sus gafas en un parque de 
bomberos. 

r

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 3 de agosto de 

2005, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 754/2005, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación del mismo, tal como 
dispone el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. 
Presidenta del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Madrid 
López. 
 

Primero.- El 1 de febrero de 2005 D. xxxxx interpone una reclamación 
de responsabilidad patrimonial como consecuencia del robo de unas gafas en el 
parque de bomberos del Ayuntamiento de xxxxx. Relata que las dejó sobre la 
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mesa de la central de comunicaciones y que a las 7,00 horas encontró que 
habían desaparecido. Añade: 
 

 “Tras hacer varias comprobaciones se detectó que alguien había 
entrado desde el exterior en algún momento de la noche forzando la ventana 
de la central de comunicaciones, habiéndose llevado varias cosas menudas del 
mobiliario del Parque de Bomberos y mis gafas. 
 

»Después de reponer unas similares, adjunto factura de Óptica 
zzzz para que se considere el abonarme el importe de las mismas, ya que esta 
situación, ajena a ninguna negligencia mía, se ha venido denunciando en varias 
ocasiones y parece ser consecuencia de una situación asumida de inseguridad 
en las Dependencias Municipales donde está ubicado el Parque de Bomberos”. 
 

Adjunta la factura de gafas por importe de 220 euros. 
 

Segundo.- Propuesta la prueba testifical (cinco testigos) por el 
interesado, se practica respecto a tres de ellos (compañeros de trabajo del 
reclamante). Sus testimonios, resumidamente, coinciden en señalar que les 
comunicó el robo, que inspeccionado el local se encontró una ventana abierta y 
huellas sobre una mesa, y que faltaba también algún mando a distancia. 
 

Tercero.- Con fecha 7 de abril de 2005, el jefe del Servicio contra 
Incendios formula un informe en los siguientes términos: 
 

 “El día 22 de Diciembre de 2.004, a las 8 horas, el bombero de 
servicio D. xxxxx me comunica que las gafas graduadas que había dejado 
durante la noche en la Central de Comunicaciones del Parque de Bomberos 
habían desaparecido, sospechando que podía haber sido un robo. 
 

 »Revisado el lugar se comprueba que la ventana de la Central de 
Comunicaciones estaba abierta, habiendo unas huellas de pisada en la mesa 
bajo ésta ventana. Se hace una revisión de los locales anexos (sala de estar, 
comedor y cocina), encontrando que en la sala faltan los mandos a distancia de 
TV, video y Canal + y que en el comedor hay una silla arrimada a la estantería 
de libros y trofeos como para registrar ésta, aunque sin encontrar que faltara 
nada más que las gafas y los mandos a distancia. 
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 »Lo que informo haciendo notar que, como comprobamos, con 
una cierta frecuencia se detecta la entrada a estas instalaciones del Parque de 
Bomberos de personas ajenas al Servicio, habiéndose producido otros robos 
con anterioridad”. 
 
 Cuarto.- Instruido el procedimiento, en el trámite de audiencia 
concedido al interesado, con fecha 12 de abril de 2005 (firma la recepción del 
documento una persona identificada como compañera), éste no realiza 
alegación alguna. 
 
 Quinto.- Con fecha 10 de junio de 2005, se formula la propuesta de 
resolución desestimando la reclamación presentada por el interesado. 
 
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla B), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido, sustancialmente, con arreglo a lo 

previsto en los artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos 
de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, 
aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
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3ª.- Concurren en el interesado los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde-
Presidente de la Corporación Municipal, en virtud del artículo 21.1.s) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación 
con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
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d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación formulada 
por D. xxxxx, debido a los daños sufridos por el robo de unas gafas en el 
parque de bomberos del Ayuntamiento de xxxxx. 
 

El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

6ª.- Para que proceda la responsabilidad patrimonial, deberán darse los 
requisitos que la caracterizan, legalmente establecidos en los artículos 139 y 
siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, requisitos 
que deben analizarse atendiendo a las circunstancias concurrentes en cada 
caso. 

 
Conviene además recordar que el Tribunal Supremo ha declarado 

(Sentencia de 5 de junio de 1998) que “la prestación por la Administración de 
un determinado servicio público y la titularidad por parte de aquélla de la 
infraestructura material para su prestación no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas convierta 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, 
como pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema 
providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. 
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También debe tomarse en consideración lo establecido en Sentencia del 
mismo Tribunal, de 13 de noviembre de 1997, en la que se indica que “aun 
cuando la responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la 
jurisprudencia de esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo 
es menos que ello no convierte a la Administración en un responsable de todos 
los resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones 
públicas, sino que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean 
consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de 
aquélla”. 

 
7ª.- Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en los que los daños sean consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos, no bastando a estos efectos que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos, o que 
simplemente sucedan dentro de instalaciones o servicios de titularidad pública. 
El análisis del caso debe centrarse en la existencia de la correspondiente 
relación de causalidad. 

 
La propuesta de resolución es desestimatoria, después de citar 

determinadas sentencias del Tribunal Supremo en el sentido de que la 
Administración queda exonerada cuando es la conducta del perjudicado o de un 
tercero la única determinante del daño aunque hubiera sido incorrecto el 
funcionamiento del servicio público. 

 
Este Consejo comparte el criterio desestimatorio y entiende que no está 

acreditada la relación de causalidad, si bien cabe hacer algunas observaciones. 
 
Con carácter general puede afirmarse que la Administración no tiene un 

específico deber de guarda y custodia de los objetos personales de los 
administrados o de los empleados públicos, no siendo responsable, en principio, 
de su desaparición o sustracción en instalaciones públicas, salvo que se haya 
constituido en depositaria de aquéllos (en cierta medida puede deducirse esta 
afirmación de los Dictámenes 3944/2000, de 18 de enero de 2001, 3015/2001, 
de 15 de noviembre, y 3025/2003, de 9 de octubre, todos ellos del Consejo de 
Estado; así como de los Dictámenes 313/2004, de 7 de julio, y 600/2005, de 14 
de julio, del Consejo Consultivo de Castilla y León). 
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Por otro lado, debe destacarse que, dando por probado que 
efectivamente hubo una sustracción realizada por persona no identificada, 
aparece un factor de decisiva importancia, como es la intervención de un 
tercero, que indicaría, como regla general, en casos como el que nos ocupa, la 
exoneración de la Administración y la ruptura de un posible nexo causal. 

 
Por último, tampoco parece determinante para desvirtuar las 

afirmaciones anteriores la genérica alegación del reclamante, en un escrito de 
17 de enero de 2005, en relación a “una situación asumida de inseguridad en 
las Dependencias Municipales donde está ubicado el Parque de Bomberos”, así 
como la alusión del jefe del Servicio contra Incendios a la frecuente entrada en 
aquéllos de personas ajenas al mismo, y a que se habían “producido otros 
robos con anterioridad”. A la vista del expediente, el Consejo entiende que no 
resulta verdaderamente acreditado el conocimiento previo por la Administración 
demandada de robos en el parque de bomberos, en circunstancias tales que 
pudiera concluirse que estaba obligada a adoptar medidas especiales de 
seguridad que hubieran podido, tal vez, evitar la sustracción objeto de este 
expediente (todo ello sin perjuicio de que, aun así, sería decisiva, en mayor o 
menor medida, la intervención de tercero). 

 
Dicho todo lo anterior, hemos de concluir que la reclamación formulada 

debe ser desestimada. 
 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos por el robo de sus gafas 
en un parque de bomberos. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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